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Introducción


El informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos fue presentado ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el día 30 de abril de 2002. El informe anual de la CIDH está contenido en el documento CP/doc. 3579/02.


Esta Presidencia quiere dejar constancia de su interés de incorporar los comentarios y observaciones presentados por todos los Estados miembros que participaron durante la sesión de la CAJP del día 30 de abril, objetivo que no ha sido posible alcanzar debido a la cercanía de la presentación del Informe Anual de la CIDH con la conclusión de los trabajos de la Comsión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Por esta razón, el presente informe constan solamente de las intervenciones que las delegaciones hicieron llegar por escrito a la Presidencia.


A continuación, los textos sometidos por la CIDH y por los Estados miembros:

I.
MENSAJE DEL DOCTOR JUAN E. MÉNDEZ, PRESIDENTE DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, EN LA PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL 2001 DE LA CIDH A LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS DEL CONSEJO PERMANENTE DE LA OEA (30 de abril de 2002)
Señor Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, distinguidos Representantes de los Estados miembros de la Organización y Observadores.  Estimados colegas, señoras y señores:

En mi condición de Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tengo el agrado de presentar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente el informe anual de la Comisión correspondiente a 2001. Tengo el gusto de contar en esta oportunidad con la presencia del Dr. Santiago Cantón, Secretario Ejecutivo, así como de personal profesional de la Secretaría.

El informe que  ponemos en la fecha a disposición de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos fue aprobado por la CIDH durante el 114º período ordinario de sesiones, celebrado durante febrero y marzo de este año.  El documento fue elaborado conforme a los parámetros expuestos en la Resolución AG/RES. 331 (VIII-0/78) de la Asamblea General, y de acuerdo a lo estipulado en el artículo 57 del Reglamento de la CIDH.  

Este informe  refleja las actividades generales de la Comisión cumplidas durante la Presidencia del Decano Claudio Grossman.  Igualmente, quisiera destacar que durante dicho periodo la CIDH designó a su actual Secretario Ejecutivo, Embajador Santiago Canton, en reemplazo del Embajador Jorge E. Taiana, quien se retiró luego de cinco años de fructífera labor.  Durante 2001 se retiró igualmente el Secretario Ejecutivo Adjunto, Dr. David Padilla, luego de una extensa y excelente carrera profesional en la CIDH.  

Los derechos humanos en el año 2001

Durante el año 2001 la comunidad internacional presenció las dramáticas consecuencias de ataques terroristas sin precedentes en su impacto concentrado en la población civil.  Los ataques perpetrados el 11 de septiembre en las torres gemelas de la ciudad de Nueva York y en el Pentágono, cerca de Washington DC --condenados por la OEA y la CIDH-- y las posteriores amenazas contra la población civil, han abierto un vigoroso debate sobre las medidas a adoptar con el fin de combatir este flagelo en general y sobre los medios apropiados para investigar, juzgar y sancionar a los responsables por la comisión de este tipo de ilícitos internacionales.


La CIDH ha reconocido el derecho y del deber de los Estados de proteger tanto a la población civil como a su propia estructura institucional de este tipo de ataques.  La Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables establecen procedimientos que permiten la adopción de medidas de emergencia con el objeto de enfrentar graves amenazas al orden público dentro del marco del Estado de Derecho.  Dichas medidas han de ser implementadas sin desatender el respeto a las garantías básicas, no derogables, previstas por el derecho internacional.  Este contexto sin duda plantea un nuevo desafío para los Estados miembros de la Organización, que deberán balancear el deber de proteger a su población civil de la amenaza y las consecuencias de estos actos de violencia y a la vez continuar resguardándola de la arbitrariedad y proseguir con la función de administrar justicia con las debidas garantías.  En una Resolución aprobada el 12 de diciembre de 2001, la CIDH hizo pública su voluntad de elaborar un Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos con el fin de asistir a los Estados miembros en el diseño de respuestas legislativas o de otro carácter, a la violencia y la amenaza del terrorismo que contemplen y respeten los estándares establecidos por el derecho internacional. Como parte del proceso de recolección de información para su estudio, la Comisión ha invitado a los gobiernos de los Estados miembros de la OEA y a algunas organizaciones no gubernamentales a presentar la información que consideren pertinente para el estudio, así como observaciones escritas y sugerencias sobre temas para la consideración de la Comisión. También, en el curso del 114º período ordinario de sesiones, la Comisión convocó a una audiencia pública especial sobre derechos humanos y terrorismo. En la audiencia, la Comisión escuchó las exposiciones de varios expertos invitados sobre las cuestiones que serán abordadas en su estudio que será finalizado en los próximos meses. 


En otro orden de ideas, también relacionadas con la plena vigencia del Estado de Derecho, corresponde resaltar la Carta Democrática Interamericana, aprobada en el marco del vigésimo octavo período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA celebrado en Lima. La Carta Democrática ya ha sido invocada y utilizada con relación al frustrado intento de golpe de estado en Venezuela, demostrando no solamente su utilidad sino también el compromiso colectivo del hemisferio con la profundización de la institucionalidad  en nuestra región. La Comisión reitera su disposición de trabajar con la Organización en esta empresa común de fortalecer el régimen democrático, única forma de gobierno posible para la plena realización de los derechos humanos. 

En la Carta Democrática Interamericana, los Estados miembros también reconocieron que la pobreza y los bajos niveles de desarrollo humano afectan la consolidación de la democracia.   Asumieron un compromiso común frente al desafío del desarrollo, al destacar “...la importancia de mantener los equilibrios macroeconómicos y el imperativo de fortalecer la cohesión social y la democracia”.  La Comisión nota con preocupación que efectivamente, durante el período cubierto por el presente informe, se han producido en el Hemisferio situaciones de crisis económico-sociales con impacto político-institucional.  Este tipo de situaciones puede afectar el funcionamiento de las instituciones del Estado y el imperio de la ley y, de ese modo, amenazar la vigencia de los derechos fundamentales de los habitantes, a más de postergar el logro de la estabilidad necesaria para hacer posible el sostenido desarrollo social, económico y cultural que requieren los pueblos de la región.


Los Estados miembros, tanto en forma individual como mediante la cooperación mutua, deben implementar medidas positivas destinadas a superar la marginación social, racial o étnica que aqueja a los pueblos del hemisferio y garantizar condiciones de vida digna, igualdad de oportunidades y plena participación en la toma de decisiones como objetivos básicos del desarrollo integral de los habitantes y las sociedades del Hemisferio. Según expresaran los Estados miembros en la Carta Democrática, la eliminación de la discriminación por género, étnica, racial, cultural y religiosa así como de las diversas formas de intolerancia, contribuye a la participación ciudadana y al fortalecimiento de la democracia (artículo 9).  Según ha sostenido la CIDH en forma reiterada, los Estados deben brindar especial protección y estimular el desarrollo de quienes se encuentran en especial situación de vulnerabilidad, en particular, los niños, las mujeres, los pueblos indígenas, los miembros de comunidades afrodescendientes en ciertas regiones y los trabajadores migratorios y sus familias.  Los Estados miembros deben brindar especial protección a estas personas o grupos de personas, creando o fortaleciendo los mecanismos legales e institucionales destinados a combatir la discriminación a la luz de los parámetros establecidos en el sistema.


Durante el año 2001 las mujeres y las niñas de la región han continuado siendo víctimas de la violencia y la discriminación por razones de género.  Según establece la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”), la violencia contra la mujer --como manifestación de la discriminación por género-- es frecuentemente ejercida tanto dentro del hogar y la familia como dentro de la comunidad, y muchas veces perpetrada o tolerada por agentes del Estado mismo.  Las normas regionales de protección obligan a los Estados del Hemisferio a actuar con la debida diligencia para prevenir la violencia  y la discriminación basadas en género, juzgar y sancionar a todos los responsables, así como adoptar medidas para erradicar dichas violaciones en forma permanente.  


El presente Informe Anual contiene un informe actualizado sobre la labor de la Relatoría sobre los Derechos de la Mujer, en el cual se revisan sus principales actividades recientes.  Este informe se refiere, en especial, a la primera visita in loco realizada por la Relatora Especial, Comisionada Marta Altolaguirre, en febrero del año en curso para analizar la situación de los derechos de la mujer en Ciudad Juárez, México.  Dicha visita se llevó a cabo tras haberse recibido información y expresiones de preocupación de representantes de la sociedad civil, y en virtud de la invitación formulada por el Gobierno del Presidente Vicente Fox, y prestó atención especial a la grave situación de violencia contra la mujer imperante en esa zona.  También informa sobre una serie de actividades de cooperación y promoción.  En este sentido, el informe destaca la reunión de las tres relatoras sobre los derechos de la mujer --de la ONU, del sistema africano y de la CIDH—y la declaración conjunta que las tres emitieron el 8 de marzo de 2002, en Montreal, Canadá con ocasión del Día Internacional de la Mujer.  Dicha declaración exhorta a los Estados del mundo a redoblar  esfuerzos para erradicar la violencia y discriminación basadas en género, y con este fin, asegurar que los que perpetran estas violaciones sean investigados, procesados y sancionados.  Además, el informe resume ciertos desarrollos jurisprudenciales importantes del sistema con relación al fortalecimiento de la protección de los derechos de la mujer.

Tanto la Comisión como los órganos políticos de la OEA han demostrado su preocupación y han dedicado su atención al problema que enfrentan las personas que trabajan en la defensa de los derechos humanos en el hemisferio. Así, los Estados miembros han asumido la obligación de adoptar las medidas necesarias para proteger la vida, la integridad personal y la libertad de expresión y asociación de quienes trabajan por el respeto de los derechos fundamentales, conforme al compromiso colectivo expresado en diversas resoluciones de la Asamblea General. La Comisión ha expresado en forma reiterada su preocupación por la continuación de actos de amedrentamiento, desapariciones, atentados y asesinatos perpetrados contra personas y organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos humanos. El 7 de diciembre de 2001 --en respuesta al mandato otorgado a la CIDH por la Resolución AG/RES. 1818 en el sentido de elaborar un estudio integral sobre la situación de los defensores de los derechos humanos en las Américas-- la Secretaría Ejecutiva de la CIDH creó una “Unidad Funcional de Defensores de Derechos Humanos” con el propósito de recibir información sobre la situación de los defensores de derechos humanos en el Hemisferio, mantener contactos con organizaciones no gubernamentales y gubernamentales y coordinar el trabajo de la Secretaría Ejecutiva en la materia. Se espera que esta iniciativa contribuya a evaluar la situación y establecer mecanismos que permitan a la Organización actuar en forma más efectiva y coordinada con relación a esta grave situación. Durante el año 2001 personas con relación a las cuales se había invocado la protección de la Comisión e incluso de la Corte Interamericana fueron víctimas de ataques, en varios casos fatales. Los defensores de derechos humanos y las organizaciones a las que muchas de ellas se encuentran afiliadas cumplen un papel crucial tanto en el litigio de casos vinculados a la vigencia de los derechos humanos como en los procesos de control de las instituciones democráticas por parte de la sociedad civil. Por ello, la Comisión llama a proteger a cabalidad su trabajo. 

El respeto de los derechos individuales y colectivos de los aproximadamente 40 millones de personas que integran los casi 400 grupos indígenas que habitan el Continente continúa siendo un desafío histórico, geográfico, cultural y social para los Estados miembros. Los pueblos indígenas del continente frecuentemente son víctima del empobrecimiento severo y de la violación de sus derechos humanos fundamentales dentro y fuera de sus comunidades. 


En esta oportunidad, la CIDH desea reiterar una vez más su llamado a los Estados miembros para que impulsen la aprobación de la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas como instrumento que facilite el cumplimiento de las obligaciones debidas en favor de los pueblos y comunidades indígenas de nuestro hemisferio.  Asimismo, la CIDH desea resaltar que durante el año 2001, en un caso que involucraba el despojo de recursos naturales pertenecientes a una de estas comunidades, la Corte Interamericana se pronunció por primera vez sobre el reconocimiento de los derechos colectivos de los indígenas a sus tierras ancestrales, recursos y medio ambiente, expresando que los indígenas por el hecho de su propia existencia tienen derecho a vivir libremente en sus propios territorios; la estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su supervivencia económica.
Durante el año 2001 la Comisión, a través de la Relatoría especial sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, ha continuado dando seguimiento a los asuntos que dicen relación con derechos indígenas de las Américas, trabajo que ha sido reforzado gracias al aporte del Programa Pro Derechos Humanos para Centroamérica de Dinamarca (PRODECA). Entre las principales actividades realizadas por la Relatoría se encuentra la de dar seguimiento a los más de 40 peticiones y casos que actualmente se tramitan ante la CIDH y que dicen relación con derechos indígenas, y, continuar asesorando al Grupo de Trabajo de la OEA encargado de elaborar el proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. En dicho proceso la Comisión valora altamente que tanto en los mecanismos de participación de los representantes de los pueblos indígenas, como en la discusión de fondo del proyecto de declaración se hayan dado avances sustanciales, como por ejemplo, el reconocimiento del concepto de “pueblos” indígenas por sobre el de “poblaciones”.


Los miembros de las comunidades afrodescendientes que habitan ciertas regiones se cuentan entre los grupos más afectados por la pobreza y la pobreza extrema en el Continente.  Los miembros de estas comunidades son también víctimas de la marginación social, la discriminación y la violencia, además de padecer --en muchos casos--las consecuencias de la falta de titulación de las tierras que habitan.  La Comisión se encuentra seriamente preocupada por esta problemática y además de continuar con la observación de la situación de los miembros de estas comunidades en cada uno de los Estados miembros, ha emprendido un estudio general con relación a la situación de los derechos humanos de los afrodescendientes en las Américas. A fin de definir las mejores estrategias de trabajo, la Comisión se encuentra en proceso de elaboración de un diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos de las comunidades afrodescendientes en la región. En los próximos meses, los Estados recibirán un cuestionario al respecto.

La situación de los trabajadores migratorios y sus familias  se ha transformado en los últimos años en uno de los temas más significativos en materia de derechos humanos en el mundo. Por ello, la Comisión considera  imperativo que los Estados miembros de la OEA promuevan el respeto y garanticen los derechos fundamentales de los trabajadores migratorios y sus familias en su legislación doméstica, de conformidad con estándares internacionales en la materia. Para contribuir a este propósito, la Comisión ha creído necesario realizar informes de progreso anuales sobre diferentes aspectos de la problemática de los trabajadores migratorios en las Américas. Esta decisión se tomó dada la imposibilidad de que la Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios pudiese presentar un informe único sobre la situación de estas personas en la Región, en razón de que un reporte de tales características sería difícil de realizar por la envergadura y complejidad del problema y, sobre todo, porque son escasos los recursos con los que cuenta la Relatoría.

En el capítulo VI del informe que hoy les presento se tratan temas relativos a diferentes aspectos del fenómeno migratorio desde una perspectiva de derechos humanos, como son el impacto económico de las migraciones, tanto en países receptores como emisores, el contrabando y tráfico de personas y el problema de la xenofobia, racismo y discriminación en contra de trabajadores migratorios. Asimismo, se examina la jurisprudencia desarrollada por los órganos del sistema interamericano de protección de derechos humanos. El informe finaliza con una serie de conclusiones y recomendaciones. La Comisión espera que con este nuevo informe de progreso de la Relatoría Especial para los Trabajadores Migratorios el análisis y la discusión del fenómeno migratorio se vean enriquecidos y que así contribuyamos a generar conciencia sobre la importancia del fenómeno migratorio en las Américas. Al mismo tiempo, esperamos que el informe contribuya a recalcar el deber de los Estados de respetar y garantizar los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias.

El sistema interamericano como aliado en la profundización del Estado de Derecho

Al analizar la situación de derechos humanos en la región, debemos constatar en primer término avances importantes: elecciones periódicas, sociedades más abiertas y libres, con multiplicidad de actores privados y organizaciones que se entrelazan en el ámbito interno y en el ámbito internacional, fortaleciendo la legitimidad de la democracia y los derechos humanos. Sin embargo, como el Informe que hoy presento demuestra, subsisten serios problemas: instituciones insuficientemente desarrolladas (como es el caso del Poder Judicial en numerosos países); fuerzas de seguridad mal entrenadas (que no han logrado articular adecuadamente la relación inherente entre el respeto a los derechos humanos y la seguridad ciudadana); grupos vulnerables, mujeres, pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes, niños, discapacitados, (que aún no logran una igualdad de facto para desarrollarse plena y libremente, e incluso, en algunos países, aun no alcanzan una igualdad de jure). Nuestra región es la más desigual del mundo en términos económicos y sociales. La aspiración a que se reconozcan los derechos económicos, sociales y culturales continúa siendo un sueño lejano para grandes sectores de nuestras sociedades. 


Si bien existen elecciones periódicas en nuestro hemisferio, todavía muchas democracias presentan debilidades institucionales y los intentos de golpes de estado o alteraciones del orden constitucional no han desaparecido completamente. Afortunadamente y contrariamente a lo que sucedía en el pasado, la OEA responde colectivamente rechazando los golpes de Estado. Los avances dados con la Resolución 1080 y especialmente con la Carta Democrática Interamericana son claros indicadores que regionalmente no son permisibles los golpes de estado. 

Para enfrentar el desafío que presentan estos serios problemas los Estados han creado, entre otros instrumentos, el sistema interamericano de protección de derechos humanos, integrado por un conjunto de normas y por dos órganos especializados, la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, para supervisar su cumplimiento.  En este esquema de protección, los órganos políticos de la OEA  sirven de garantía colectiva para asegurar el cumplimiento de las decisiones que tomen los órganos de supervisión.  Los Estados, que son los creadores del sistema, se obligan voluntariamente a cumplir con sus compromisos y  actúan individual y colectivamente como sus garantes. 

El sistema interamericano cumple funciones trascendentales que este Informe Anual refleja. En primer lugar, hace justicia en casos individuales. Esto permite reforzar los valores del Estado de Derecho frente a víctimas o sus familiares que sienten que sus problemas son ignorados por no haber sido resueltos en el ámbito interno. En segundo lugar, el sistema desempeña un papel de “alerta temprana”. En efecto, la comunidad hemisférica se informa a través del sistema interamericano sobre violaciones graves a los derechos humanos que ocurren en distintos países. La Organización puede tomar las medidas necesarias para evitar que los Estados se deslicen por una pendiente que puede culminar en la destrucción total del Estado de Derecho. En tercer término, el sistema permite ampliar la protección de los derechos humanos y la democracia, al fortalecer con la perspectiva regional las instituciones y normas internas, garantizando que se acceda a mejores y mayores formas de protección de los valores de la dignidad humana. La democracia tiene entre sus características su perfectibilidad y representa siempre una tarea inconclusa. Desde ese punto de vista, al articular una posición hemisférica sobre los temas de debido proceso, situaciones de emergencia, igualdad ante la ley y prohibición de discriminación, protección de la dignidad humana y de la libertad de expresión, el sistema contribuye a la creación de mayores espacios en el ámbito nacional, apoyando la expansión de la democracia. 

Para cumplir su rol, el sistema tiene a su disposición distintos instrumentos, todos ellos reflejados en el Informe que hoy se presenta. El primero de ellos es la visita in loco a un país, que permite evaluar las condiciones generales de los derechos humanos, verificar la situación de ciertos derechos, o  promover en general el valor de los derechos humanos.  Las visitas in loco normalmente culminan en un informe comprensivo y detallado de la situación de los derechos humanos en el país.  Tales informes, y las recomendaciones allí vertidas, son luego objeto de monitoreo continuo y de periódicos “informes de seguimiento”, que se publican luego de un intenso y fructífero diálogo con el Estado. Una tercera técnica del sistema es la de los casos individuales,  que se tramitan hoy con arreglo a nuevas disposiciones reglamentarias que garantizan mayor celeridad, transparencia y seguridad jurídica. Los casos individuales concluyen en decisiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que, de ser incumplidas, pueden ser llevadas a la Corte o a la opinión pública.  Por último, el sistema  puede crear Relatorías temáticas que incluyen en la agenda hemisférica problemas especiales de derechos humanos que afectan a poblaciones vulnerables y que, tras estudios y diálogos, pueden  sugerir declaraciones o proyectos de tratados. 

En este sentido, es esencial el apoyo de los Estados al sistema interamericano de protección de los derechos humanos. Este apoyo tiene que ver fundamentalmente con el reconocimiento del sistema como aporte y aliado de los Estados en la defensa de la dignidad humana y la consolidación del Estado de Derecho, antes que como un obstáculo o un adversario en la consecución de los fines comunes que nos unen. Las conclusiones y recomendaciones de la Comisión en casos individuales, en los informes que siguen a sus visitas in loco y en los documentos de sus Relatorías, son principalmente contribuciones a la profundización de la democracia y el Estado de Derecho antes que condenas públicas a los Estados. La adopción reciente de la Carta Democrática Interamericana es un paso significativo en la dirección del vínculo indisoluble entre la democracia y los derechos humanos. En los distintos capítulos del Informe que hoy presento, la CIDH pone de manifiesto la superioridad del Estado de Derecho y la indivisibilidad de la democracia y los derechos humanos, al reafirmar en el ámbito hemisférico los valores del debido proceso, de la no discriminación, de la necesidad de recursos judiciales que permitan remedios efectivos y eficientes frente a violaciones de derechos humanos, la íntima relación entre la seguridad ciudadana y los derechos humanos y el valor de la libertad de expresión.

El apoyo político de los Estados al sistema interamericano debe traducirse en tres medidas concretas en el corto plazo: la asignación de mayores recursos a los órganos; el seguimiento regular sobre el cumplimiento de las decisiones de la Corte y la Comisión; y la ratificación por todos los Estados miembros de todos los tratados interamericanos de derechos humanos. Estas medidas permitirían avanzar hacia la permanencia de los órganos, que es una aspiración que la Comisión ha apoyado, al igual que una mayor participación y autonomía del individuo en los procedimientos ante la Corte, que se ha obtenido con las reformas de los Reglamentos de ambos órganos.
Síntesis del Informe Anual de 2001

El informe anual se divide en dos volúmenes, el primero de los cuales es el trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  El segundo volumen contiene el Informe del Relator Especial de la CIDH para la Libertad de Expresión.

Conforme a la práctica iniciada en 1999, el Capítulo I del Informe Anual de 2001 está dedicado a presentar una apreciación sobre la situación de los derechos humanos en el hemisferio y los principales desafíos a la vigencia de tales derechos.  El Capítulo II ofrece una breve introducción a los orígenes y fundamentos jurídicos de la Comisión y expone las principales actividades cumplidas por la CIDH durante el período bajo análisis.  En tal sentido, se destacan las actividades llevadas a cabo en el marco de los períodos ordinarios de sesiones (Nos. 110 y 113) y los dos extraordinarios (111 y 112), el primero de ellos celebrado en Santiago de Chile.  Asimismo, en dicho capítulo se exponen las actividades cumplidas con otros órganos del sistema interamericano, y con instituciones regionales y mundiales de naturaleza similar.  En particular, quisiera destacar la práctica de las reuniones anuales de la CIDH y la Corte Interamericana con objeto de tratar temas de interés común, a fin de mejorar el funcionamiento del sistema regional de derechos humanos. La Comisión y la Corte mantienen una relación de cooperación que es mutuamente beneficiosa para el cumplimiento de sus respectivos mandatos, tal como quedó demostrado en la presentación conjunta que hiciéramos con el Presidente de la Corte, Profesor Augusto A. Can​çado Trindade.

Durante el período que abarca este informe, la Comisión realizó dos visitas in loco a Panamá y Colombia.  La CIDH está procesando la información recibida antes, durante y después de las visitas con miras a la elaboración del informe sobre la situación de los derechos humanos en dichos países. 
En nombre de la Comisión, agradezco especialmente a los Gobiernos de Panamá y Colombia por su colaboración en el logro de los objetivos trazados durante las visitas del año 2001. 

Como es del conocimiento de esta Comisión, en los próximos días la CIDH visitará Venezuela. La Asamblea Extraordinaria recientemente celebrada  expresó su satisfacción de que la Comisión haya aceptado la invitación que el Gobierno de Venezuela hiciera en septiembre de 1999, para realizar una visita in loco a Venezuela. Quisiera agradecer al Gobierno del Presidente Hugo Chávez la invitación que formulara a la CIDH, confirmada con fecha 8 de abril del 2002. Aprovecho esta importante ocasión para expresar el beneplácito de la Comisión por el restablecimiento del orden constitucional y del gobierno democráticamente elegido del presidente Chávez. Ante el intento golpista, la Comisión Interamericana reaccionó públicamente y de inmediato expresando, entre otras cosas, su más enérgica condena por los hechos de violencia que costaron la vida de al menos 15 personas y causaron heridas a más de un centenar. Asimismo, la Comisión lamentó constatar que durante los días 12 y 13 de abril se produjeron detenciones arbitrarias y otras violaciones a derechos humanos; deploró la destitución de las más altas autoridades de todos los poderes públicos; y advirtió que dichos hechos configurarían los supuestos de interrupción del orden constitucional contemplados en la Carta Democrática. En este contexto y en cumplimiento de sus obligaciones convencionales y estatutarias, el 13 de abril de 2002  la Secretaría Ejecutiva de la Comisión,  conforme a su práctica de más de cuatro décadas de trabajo, se dirigió a quienes en ese momento detentaban el poder de facto en Venezuela, para solicitar información sobre la detención e incomunicación del Presidente Hugo Chávez Frías y profirió medidas cautelares relacionadas con la libertad, integridad personal y garantías judiciales del señor Tarek William Saab, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Asamblea Nacional de Venezuela. En los últimos días, el Ministro de Relaciones Exteriores de Venezuela, Luis Alfonso Dávila, habría catalogado de "ambigua" la posición mantenida por la CIDH frente a los hechos ocurridos en Venezuela en recientes días.  Para sustentar tal afirmación, el Ministro Dávila citó esta comunicación nuestra  dirigida a José Rodríguez Iturbe, quien fuera designado Canciller en el llamado gobierno de transición. La CIDH se ve obligada a precisar que esa comunicación no puede interpretarse como forma alguna de reconocimiento al régimen de facto.  En ningún momento, explícita o implícitamente la Comisión reconoció al gobierno de facto en Venezuela.  Conforme a su práctica y a la de otros órganos internacionales de derechos humanos, se dirigió a quienes el día 13 de abril de 2002 detentaban  de facto la autoridad estatal en Venezuela, ya que el ejercicio de la autoridad, usurpada o no, conlleva la obligación de respetar y garantizar los derechos humanos. En múltiples ocasiones en el pasado la Comisión ha mantenido comunicaciones con gobiernos de facto en distintos países del hemisferio, a la par de condenar enérgica y categóricamente los quiebres institucionales. No corresponde a la CIDH conforme a sus facultades convencionales o estatutarias reconocer a gobiernos sino proteger los derechos humanos de las personas y es lo que precisamente hizo en este caso.


El Relator Especial para la Libertad de Expresión, Santiago Canton, me ha expresado asimismo, que la Relatoría a su cargo ha observado con preocupación la falta de información en que se encontró la sociedad venezolana en los días de la crisis institucional, cuando precisamente el acceso a una información rápida es tan indispensable para la defensa de la democracia. En la medida en que esa falta de información a la ciudadanía haya respondido a decisiones editoriales deliberadas de los responsables de los medios, la Relatoría y la Comisión esperan un proceso de reflexión de los medios de comunicación venezolanos acerca de su rol en tales momentos. 

La CIDH seguirá observando de manera muy atenta el desarrollo de la situación de los derechos humanos en Venezuela. La visita que efectuará el pleno de la Comisión la próxima semana constituye una oportunidad inmejorable para cumplir este fin, así como para profundizar el diálogo, que dentro del marco de su competencia, la Comisión mantiene con las autoridades y con la sociedad venezolana, a fin de contribuir al fortalecimiento de la defensa y protección de los derechos humanos en un contexto democrático y de legalidad institucional. 

El Capítulo III es indudablemente el eje del trabajo de la CIDH, ya que contiene el análisis y las decisiones sobre denuncias de violaciones de derechos fundamentales que afectan a seres humanos.  Este capítulo, el más extenso del informe, contiene las decisiones adoptadas respecto a peticiones y casos individuales presentados a la Comisión y tramitados de acuerdo con la normativa aplicable.  Cabe destacar igualmente la importancia creciente que la Comisión atribuye al sistema de peticiones y casos individuales y a la solución amistosa de los mismos; el informe de este año comprende cuatro decisiones de esta índole. Al mismo tiempo, la CIDH prosigue las negociaciones con miras a la solución amistosa de docenas de casos de varios países de la región.  La disposición de las partes a dialogar y a buscar soluciones creativas constituye un indicador indudablemente positivo de la creciente evolución del sistema. 

En el periodo bajo análisis, la Comisión aprobó un total de 74 informes que incluyen 36 casos declarados admisibles; 22 informes sobre peticiones declaradas inadmisibles; 12 informes de solución amistosa; y 4 informes de fondo. Los informes mencionados reflejan asimismo la diversidad creciente de las denuncias sobre violaciones de derechos humanos. En los informes que se incluyen este año, la Comisión ha continuado tratando temas estructurales en nuestro hemisferio como violaciones al debido proceso, ejecuciones extrajudiciales, uso abusivo de la jurisdicción militar e impunidad. También la CIDH ha decidido sobre temas que cada vez con mayor asiduidad llaman nuestra atención como son los derechos de la mujer, la libertad de expresión y la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales. Estos casos reflejan la creciente complejidad jurídica de los casos que está llamada a decidir, así como el empeño de esta Comisión por mejorar y profundizar sus argumentaciones y fundamentaciones. Con ello, la Comisión no solamente pretende resolver de una manera jurídicamente sólida los casos y peticiones sino también desempeñar una tarea de promoción mediante la determinación jurídica del alcance de las obligaciones asumidas voluntariamente por los Estados miembros de la Organización.  Por último, en sus informes la Comisión continuó clarificando diversas cuestiones procesales, particularmente en el tema de la admisibilidad de peticiones, tales como la legitimación procesal activa para presentar denuncias, la vigencia temporal de la Convención Americana y las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos, entre otras. Con ello, se procura contribuir a la seguridad jurídica de nuestro sistema, fijando reglas y estándares que la Comisión sigue fielmente. La CIDH recuerda que la aprobación y publicación de un informe sobre los méritos de un caso individual ofrece, en alguna medida, la reparación a la víctima de una violación de derechos humanos que no pudo obtener justicia en los órganos jurisdiccionales nacionales.

Esta sección comprende además 50 medidas cautelares otorgadas o extendidas por la CIDH y con respecto a las cuales ha habido actividad durante este período. En este sentido, la Comisión ha continuado con su práctica de informar sobre las medidas cautelares solicitadas a los Estados miembros de la Organización, por iniciativa propia o a petición de parte, al amparo de lo dispuesto en el artículo 25 de su Reglamento, en los casos en que es necesario evitar daños irreparables a las personas.

La principal innovación contenida en el Capítulo III se refiere a la inclusión de una sección sobre cumplimiento con las recomendaciones de la CIDH en casos individuales. Esta sección encuentra su fundamento en la Resolución AG/RES. 1828 (XXXI-O/01) de la Asamblea General de San José y en el artículo 46 del Reglamento de la CIDH. Se incluye un cuadro en el que se indica si las recomendaciones formuladas por la CIDH han sido cumplidas total o parcialmente o no fueron cumplidas. Para la preparación de esta sección, la Comisión solicitó oportunamente a los Estados información al respecto. A fin de contribuir a la transparencia del sistema, la Comisión ha decidido incluir en su página electrónica todas las respuestas de los Estados que  hayan solicitado expresamente la publicación de sus respectivas respuestas a nuestros informes. Confiamos que este mecanismo contribuirá al diálogo entre los Estados y la CIDH así como a un mejor control público sobre el sistema interamericano de derechos humanos. No puedo dejar de mencionar con preocupación que en el cuadro que se acompaña, no hay ningún caso en que el Estado en cuestión haya cumplido a cabalidad con la totalidad de las recomendaciones que formulara oportunamente la CIDH. En este sentido, los Estados miembros deben realizar los mejores esfuerzos para cumplir de buena fe con las recomendaciones de la Comisión. Asimismo, depositamos nuestra confianza en el Consejo Permanente y en esta Comisión de Asuntos Jurídicos para que establezcan un mecanismo periódico de supervisión  del cumplimiento de las decisiones de la Comisión y la Corte, a fin de dar vigencia efectiva al principio de garantía colectiva subyacente en el sistema interamericano de protección de derechos humanos. 

El Capítulo III también expone información sobre las actuaciones de la Comisión ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La sección respectiva presenta las medidas provisionales dictadas por la Corte a solicitud de la Comisión en situaciones de extrema gravedad y urgencia, al amparo de lo dispuesto en el artículo 63(2) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como la síntesis de diferentes decisiones de la Corte y de las actuaciones de la Comisión en varios casos contenciosos.

Por otro lado, la Comisión ha seguido los criterios expuestos en su Informe Anual de 1998 para identificar a los Estados miembros cuyas prácticas en materia de derechos humanos merecieran atención especial y la inclusión en un capítulo especial del informe anual.  En este sentido, en el Capítulo IV del informe de este año se analiza la situación de los derechos humanos en Colombia y Cuba. En lo relativo a Colombia se reproduce sustancialmente el comunicado de prensa que la CIDH produjese al terminar la visita in loco a dicho país en diciembre pasado. En estos momentos la Comisión se encuentra preparando el informe respectivo. Por su parte, Cuba ha sido incluida en este capítulo debido a que está regida por un gobierno no elegido libremente de acuerdo con normas internacionalmente aceptadas, lo cual constituye una violación del derecho a la participación política consagrado en el artículo XX de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.  

De acuerdo a los criterios expuestos en su Informe Anual de 1998, la Comisión entiende que Haití también debería ser incluido en esta sección. Sin embargo, conforme a su práctica, no figura debido a que la CIDH  se encuentra planificando una visita in loco. Me complace  informar que el Relator para Haití de la Comisión, Dr. Clare Kamau Roberts  y el Secretario Ejecutivo viajarán al país en las próximas semanas como parte de las actividades que la CIDH está realizando en observación de la situación de derechos humanos en Haití.

El Capítulo V del Informe Anual de 2001 sigue la práctica de analizar el avance en el cumplimiento de las recomendaciones formuladas previamente por la Comisión, en uso de sus facultades como órgano principal de la OEA en materia de derechos humanos.  En esta oportunidad, dicho capítulo contiene informes sobre el cumplimiento de Paraguay, Perú y la República Dominicana con las recomendaciones expuestas en los informes de la CIDH sobre la situación de los derechos humanos en dichos países. Agradezco en esta oportunidad a los Estados por su respuesta a la solicitud de información formulada por la CIDH. 


El Volumen I del informe concluye con los anexos habituales en los que se informa sobre el estado de las convenciones y protocolos del sistema regional de derechos humanos, además de los comunicados de prensa y discursos seleccionados que difundió la CIDH durante el año pasado.

El informe del Relator Especial para la Libertad de Expresión


En lo que se refiere específicamente a la Relatoría para la Libertad de Expresión, la CIDH, durante su 114° período ordinario de sesiones, designó al Dr. Eduardo Bertoni como Relator Especial para la Libertad de Expresión.  Llegó a esa decisión al cabo de un concurso abierto y ampliamente difundido, en el cual se presentaron 165 postulantes,  luego de analizar los antecedentes de veinte de ellos, y de entrevistar a cinco finalistas. Después de un profundo debate, la mayoría de la Comisión optó por el candidato que mejor respondía a la convocatoria, entre varios muy buenos postulantes.  El Dr. Bertoni asumirá su cargo en mayo del corriente año. Quisiera en esta oportunidad hacer un reconocimiento y agradecimiento público al Dr. Santiago Canton por su invaluable contribución a la creación, funcionamiento y consolidación de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Con su profesionalismo, seriedad y compromiso ha realizado un aporte trascendente para la promoción y vigencia de la libertad de expresión en nuestro hemisferio. 


En cuanto a los logros alcanzados a través de la labor de la Relatoría durante el 2001, se observó la toma de mayor conciencia que se ha generado sobre los temas de libertad de expresión en la región, poniendo a este derecho en el primer plano de los temas a debatir en el marco del sistema interamericano. Debido en parte a la labor de la Relatoría, algunos Estados han avanzado decididamente en este ámbito, derogando leyes que restringían la libertad de expresión. En particular, las leyes de desacato han sido derogadas en Chile y Costa Rica. En otros países se han presentado proyectos de ley para revocar dichas leyes restrictivas, demostrando un reconocimiento cada vez mayor de los problemas que las mismas representan. La Relatoría espera que se continúe con estos avances, derogando o modernizando otras normativas que restringen innecesariamente la libertad de expresión. 


El Informe Anual de la Relatoría para la Libertad de Expresión correspondiente al 2001 cuenta con seis capítulos. El Capítulo I enuncia el mandato y competencia de la Relatoría e informa sobre las actividades realizadas. Dentro del marco de sus funciones, en el año 2001, la Relatoría participó de las visitas in loco de la CIDH a Panamá y Colombia. El Capítulo II del Informe analiza el estado de la libertad de expresión en el hemisferio. En dicho capítulo, la Relatoría señala que periodistas, medios de comunicación y las sociedades en su conjunto de las Américas continúan enfrentándose con obstáculos que impiden el libre ejercicio del derecho a la libertad de expresión. La Relatoría destaca que el asesinato a periodistas sigue representando el problema más grave en materia de libertad de expresión e información en las Américas. En el año 2001 se registraron más de 9 asesinatos de periodistas en el hemisferio. Esta cifra es considerablemente más alta en relación con los últimos dos años. Asimismo, se puntualiza que los altos grados de impunidad en los procesos sobre crímenes contra periodistas promueven una situación de extrema vulnerabilidad y riesgo para los comunicadores sociales de la región. Además de los asesinatos a periodistas, la Relatoría informa que en varios países de la región persiste la utilización de otros métodos cuyo objetivo es silenciar el trabajo de los periodistas y los medios de comunicación. Las amenazas y agresiones físicas y psíquicas, el hostigamiento e intimidación a periodistas y medios de comunicación y el inicio de acciones judiciales por parte de autoridades con el propósito de silenciar a los medios de comunicación, son un ejemplo de las prácticas utilizadas en varios países. Asimismo, contrariamente a lo establecido por la jurisprudencia del sistema interamericano, en aproximadamente 17 países siguen vigentes las leyes de desacato, las cuales en algunos casos son utilizadas para silenciar a la prensa. 


El Capítulo III contiene un Informe sobre la Acción de Hábeas Data y el Derecho de Acceso a la Información en el Hemisferio. En dicho informe la Relatoría ha realizado un seguimiento de las leyes y prácticas sobre el derecho de acceso a la información en los países miembros y ha recomendado el impulso de políticas que promuevan y divulguen la existencia y respeto de estos derechos individuales y colectivos como herramientas legales para alcanzar la transparencia de los actos del Estado, proteger la intimidad de las personas y como medio de fiscalización y participación de la sociedad. 


El Capítulo IV desarrolla un Informe sobre Ética en los medios de Comunicación, en el cual se exponen diversos mecanismos a través de los cuales los medios de comunicación pueden elevar el nivel de profesionalismo y responsabilidad ética. Asimismo, la Relatoría señala la importancia de que los Estados se abstengan de imponer códigos de ética profesional dejando dicho menester a los propios medios y comunicadores sociales. 


Por otra parte, el Capitulo V. informa sobre los casos dentro del sistema interamericano en materia de libertad de expresión. Dicho capítulo da cuenta de las medidas provisionales e informes de seguimiento sobre sentencias y casos actualmente ante la Corte Interamericana. También informa sobre los casos declarados admisibles y las medidas cautelares solicitadas dentro de la CIDH durante el año 2001. 


Finalmente, el Capítulo VI presenta una serie de consideraciones finales y recomendaciones tendientes a promover un amplio respeto del ejercicio de la libertad de expresión en el hemisferio, reiterando la necesidad de que los Estados asuman un compromiso sólido con respecto a este derecho para de esta manera lograr la consolidación de las democracias del hemisferio. 

Conclusión

Señor Presidente, señores representantes, estimados colegas y compañeros de trabajo, señoras y señores:

La búsqueda constante de mecanismos para consolidar sistemas de democracia participativa crea nuevas oportunidades para el compromiso de los Estados miembros con los órganos del sistema interamericano de derechos humanos. La Comisión y la Corte son, conforme al propósito de los Estados miembros, medios para ayudar al desarrollo de "un régimen de libertad personal y de justicia social", que es el objetivo final consignado en el preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Acorde con ello, la Comisión renueva su  compromiso de trabajar con los Estados miembros en el cumplimiento de su mandato para defender la dignidad humana mediante la protección y la promoción de los derechos humanos. En nombre de la Comisión, quiero expresar nuestra gratitud por el apoyo que los Estados miembros han brindado a la Comisión para que ésta honre ese compromiso común con todas las personas de nuestro hemisferio. 

Muchas gracias.

II.
Intervención de Brasil sobre la presentación del informe anual
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
Señor Presidente:


1.
En nombre de la Delegación de Brasil, quiero agradecer al Dr. Juan Méndez la presentación del informe completo sobre las actividades de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que una vez más demuestra la importancia de los trabajos de la Comisión en el contexto de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y de todo el sistema interamericano. Desearía aprovechar la oportunidad para reiterar que el Gobierno brasileño mantiene su compromiso inquebrantable con el respeto y la promoción de los derechos y garantías enunciados en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.

2.
Durante la reunión de trabajo con los miembros de la CIDH, celebrada el 8 de marzo pasado y en la que estuvo presente el Dr. Juan Méndez, el Profesor Paulo Sérgio Pinheiro, Secretario de Estado de los Derechos Humanos, reconoció la actuación equilibrada e imparcial  de la Comisión que, innegablemente, ha contribuir para incrementar el grado de protección de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos brasileños. Como un hecho natural, el Gobierno brasileño ha participado en forma franca y transparente en las audiencias convocadas por la Comisión con respecto a casos que han alegado la violación de los derechos humanos acaecidos en el Brasil y sometidos a la consideración de la CIDH.

3.
Teniendo siempre presente la necesidad de avanzar en este campo, el Presidente Fernando Henrique Cardoso deberá anunciar, el día 13 de mayo, fecha conmemorativa de la liberación de los esclavos en el Brasil, en 1888,  diversas medidas relacionadas con la cuestión de los derechos humanos en nuestro país, en áreas específicas. Algunas de ellas tienen por objeto remediar y prevenir las violaciones recurrentes que con frecuencia son elevadas a la consideración de la CIDH. Las medidas que serán anunciadas por el Presidente varían desde iniciativas de acción afirmativa a favor del género y de los afrodescendientes, a la cuestión del trabajo infantil y forzado, su prevención y los mecanismos de reparación.

4.
Otra medida a ser anunciada tratará específicamente el compromiso asumido por el Profesor Paulo Sérgio Pinheiro ante la CIDH en el sentido de que el Gobierno brasileño proponga una solución “ómnibus” para el mayor número posible de casos que se tramitan ante la Comisión.  Esa medida, naturalmente, depende de las negociaciones que involucren, de un lado, al Gobierno brasileño, y del otro a la propia CIDH. Abrigamos grandes expectativas de que esas negociaciones tengan éxito. 

5.
Además, el Gobierno federal se dispone, de conformidad con el artículo 28(2) de la Convención Americana (cláusula federativa), a realizar sus mayores esfuerzos destinados a comprometer los órganos ejecutivos, legislativos y judiciales estatales brasileños en las soluciones de los casos que sean presentados a la Comisión. 

6.
A partir de la adopción de tales medidas, el Gobierno brasileño renueva su apoyo total e irrestricto al meritorio trabajo de la Comisión. La incesante tarea de protección de los derechos de la persona humana depende, cada vez más, de un trabajo conjunto de instancias nacionales y foros internacionales, del trabajo de organizaciones no gubernamentales especializadas y, por qué no decirlo, del ciudadano común que traspone la barrera de inequidad para denunciar la violación de sus derechos.

Muchas gracias.

III.
Intervención del Canadá sobre la presentación del informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Canadá también quisiera agradecer al doctor Juan Méndez por su presentación, así como a todos los miembros de la Comisión y a la Secretaría Ejecutiva por el trabajo que han hecho preparando el informe anual de la Comisión correspondiente al año 2001.

La labor de la Comisión es con frecuencia difícil, a veces delicada y siempre importante.

Apreciamos la oportunidad de recibir esta presentación del informe y hacer comentarios. Consideramos que este proceso, este diálogo entre la Comisión y las delegaciones, también es parte del fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos.

No sé en este momento si el Gobierno del Canadá deseará presentar comentarios escritos acerca del informe – aún no ha tenido oportunidad de asimilar plenamente este extenso informe.

En el ínterin, como punto de información, quisiera referirme a los comentarios del Relator Especial para la Libertad de Expresión respecto de la nueva legislación antiterrorista del Canadá. La protección adecuada de los derechos civiles y políticos en el contexto de la lucha contra el terrorismo se está debatiendo intensamente esta semana en el Parlamento canadiense. Es un equilibrio muy delicado que se trata de encontrar, y el debate continúa en parte como resultado de las preocupaciones expresadas por la sociedad civil y los diferentes poderes del gobierno.  Es probable que se hagan modificaciones a algunas de las leyes antiterroristas presentadas el año pasado a fin de asegurar que, en el empeño por luchar contra el terrorismo, no se afecten adversamente los derechos de quienes respetan la ley. Mi delegación tendría mucho gusto en proporcionarle al Relator Especial los resultados de ese debate, una vez que finalice. 

Mirando hacia el futuro, Canadá reafirma su apoyo a los objetivos, las metas y el trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.   Dependemos mucho de la Comisión para respaldar a todos nuestros Estados en el fortalecimiento permanente de los derechos humanos en el Hemisferio y consideramos que su labor es parte esencial de la consolidación de la democracia en las Américas. 

Canadá trabajará con otras delegaciones para asegurar que el apoyo político colectivo de todos los Estados Miembros al sistema interamericano de derechos humanos también se refleje en la asignación de los recursos de la Organización.

Muchas gracias.

IV.
COMENTARIOS DE MÉXICO AL INFORME ANUAL 2001 DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Señor presidente:

Antes que nada, deseo agradecer, a nombre del gobierno de México, al presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, doctor Juan Méndez, por la presentación de este Informe Anual, correspondiente a las actividades de la CIDH durante el año 2001. 

Las áreas correspondientes de la Cancillería se encuentran analizando su contenido y, en su momento, presentaremos nuestras observaciones por escrito. No obstante lo anterior, aprovecho esta ocasión para adelantar algunos comentarios:

En diversos foros internacionales, México ha mantenido una posición congruente con su política de promoción del respecto de los derechos humanos y de colaboración plena con los organismos internacionales, como parte del proceso de reforma del Estado. Por ello, el gobierno de México reitera su compromiso con la importante labor de la Comisión Interamericana de derechos Humanos. Nuestro gobierno ha determinado su apoyo a la CIDH en tres sentidos:

Primero. Durante el año 2001, México otorgó a la Comisión Interamericana una contribución voluntaria por un total de $75 mil dólares, de los cuales, 50 mil fueron destinados para las labores de la CIDH y 25 mil, para impulsar el trabajo de la Relatoría Especial para Trabajadores Migratorios. Estas aportaciones, junto con la que hicimos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos por $50 mil dólares, constituyeron un gran esfuerzo por parte del gobierno mexicano cuyo presupuesto federal sufrió sensibles reducciones.

Segundo. Con respecto a las peticiones individuales, México decidió afianzar una estrecha colaboración con la CIDH a fin de encontrar las fórmulas que permitan dar cumplimiento a las recomendaciones emitidas en algunos casos y, asimismo, facilitar la solución de los casos y peticiones mediante el diálogo con las víctimas y los peticionarios.

En ese sentido, el gobierno de México se siente muy complacido por la aceptación de la CIDH de la invitación que le hiciera para visitar nuestro país en julio de 2001, a fin de buscar las medidas de cumplimiento a sus informes, así como la solución amistosa en otros casos. Los resultados de dicha visita fueron muy positivos ya que, mediante un diálogo transparente con las víctimas, los peticionarios y la Comisión, se lograron avances importantes en la solución de muchos de los asuntos revisados.

Finalmente sobre este punto, señor presidente, quiero manifestar que el gobierno mexicano, a pesar de los altos costos que ello representa, ha atendido de manera inmediata todas las solicitudes de medidas cautelares dictadas por la CIDH y le ha proporcionado puntualmente la información requerida.

Este momento es propicio para reiterarle a la Comisión, nuestro compromiso de seguir colaborando en la atención de TODAS las peticiones y casos que se encuentran dentro de su competencia.

Tercero. Con relación al resto de las actividades de la Comisión, el gobierno de México extendió una invitación a la Relatora para los Derechos de la Mujer, doctora Martha Altolaguirre, para que visitara Ciudad Juárez en febrero pasado, a efecto de establecer contacto directo con las autoridades federales y locales, las organizaciones de la sociedad civil y los familiares de las víctimas de la situación violenta en contra de las mujeres que se ha suscitado en aquella ciudad del norte del país.

Asimismo, hemos invitado al Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias para que visite nuestro país. El gobierno recibió la aceptación del doctor Méndez para llevar a cabo la visita y espera que, en breve, ésta se pueda realizar. 

Por otra parte, México también se ha sumado a la solicitud de Opinión Consultiva OC-17 que la CIDH formuló a la Corte Interamericana, relacionada con las medidas especiales de protección a niños. En este sentido, quiero anunciar que el gobierno de México asistirá a la audiencia que la Corte ha programado para el 21 de junio próximo.

Señor presidente, como comentarios finales, quisiera manifestar al doctor Méndez dos precisiones y un comentario general. 

Primera: con respecto a la información contenida en la página 57 del Informe de la Relatoría sobre la Libertad de Expresión, tengo el placer de informarle que la semana pasada, la Cámara de Diputados aprobó la iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo sobre la “Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental”. Con dicha iniciativa, se contará con un organismo que supervise y garantice  el acceso a la información y que auxilie al ciudadano en cualquier queja que tuviere; asimismo, se crea la obligación estatal de publicar la información relativa a su desempeño y operación bajo el principio irrenunciable de la transparencia pública.

Señor presidente, el gobierno de México está convencido que la rendición de cuentas es un principio de eficiencia administrativa ya que la publicidad de la información se convierte en un instrumento de supervisión ciudadana.  

Segunda: con respecto al párrafo 47 del capítulo II del Informe de la CIDH, en el que se menciona la reclusión del señor Francisco Gallardo Rodríguez, si bien entendemos que este informe corresponde a las actividades del 2001, consideramos también importante aclarar que dicha persona ya fue liberada, el 7 de febrero de 2002, y que dicha liberación no menoscaba su derecho de acción para recurrir a las autoridades judiciales respecto del fondo del asunto.

Por último, quiero decirle que ante el próximo periodo de sesiones de la Asamblea General, nuestro país impulsará por una parte, la universalización del sistema interamericano de derechos humanos, al que contribuyó los meses recientes mediante las ratificaciones de la Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y la  Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas  así como el retiro parcial de reservas y declaración interpretativa a la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y por la otra, el cumplimiento por parte de los Estados, del mandato que hicieran nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Tercera Cumbre de las Américas para incrementar sustancialmente el presupuesto de la Comisión y de la Corte Interamericanas de Derechos Humanos.

V.
COMENTARIOS DE PARAGUAY AL INFORME ANUAL 2001 DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Primeramente, la Delegación del Paraguay quiere agradecer a la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a través de su Presidente, el Dr. Juan Mendez, el Informe Anual presentado y, al mismo tiempo, manifestar que el Estado paraguayo siguiendo con su política de apoyo al fortalecimiento de los órganos del sistema ha presentado en su oportunidad a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sus observaciones y comentarios al Informe de Seguimiento del Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay y fundamentalmente ha presentado a conocimiento de la Comisión las acciones y medidas adoptadas para aplicar las recomendaciones contenidas en el Tercer Informe. El Estado paraguayo desde la publicación del Tercer Informe de la CIDH en marzo de 2001 ha venido presentando regularmente a la Comisión Información pertinente sobre las acciones gubernamentales desarrolladas en respuesta a las recomendaciones y en fecha 13 de marzo presentó el informe sobre las medidas adoptadas para la aplicación de dichas recomendaciones.

El informe presentado por el Estado testifica por un lado el apoyo del Estado paraguayo a los órganos del Sistema, cuyas decisiones y recomendaciones deben ser observadas por los Estados para el fortalecimiento de las instancias creadas para la protección de los derechos humanos en el sistema interamericano, y por otra parte deja constancia que el Estado ha aplicado las recomendaciones de la Comisión, y continuará impulsando todas las acciones necesarias para el seguimiento y cumplimiento efectivo de las mismas, en un marco de diálogo y cooperación con la Comisión.

Finalmente, en esta oportunidad, solicitamos que este informe presentado por el Estado sea incorporado como anexo del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

VI.
Intervención del Representante Permanente del Perú ante la Organización de los Estados Americanos con motivo de la presentación Informe Anual de la CIDH a cargo de su Presidente, Dr. Juan Méndez, en la Sesión Ordinaria de la CAJP

En nombre del Gobierno del Perú, agradezco al Dr. Juan Méndez, Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y al Dr. Santiago Cantón, su Secretario Ejecutivo que lo acompaña, por la elaboración y presentación del Informe Anual, amplio y valioso, sobre las actividades de la Comisión.

En lo que respecta al Informe, deseo destacar el reconocimiento que la CIDH ha realizado al gobierno liderado por el Presidente Alejandro Toledo, por la labor que viene realizando para la promoción y respeto de la democracia y los derechos humanos.

Con respecto a la administración de justicia, el Informe de la CIDH destaca y reconoce que los gobiernos del Dr. Valentín Paniagua y del Dr. Alejandro Toledo, iniciaron un proceso importante de reformas en el ámbito de la administración de justicia y que, como parte de tal proceso, varios jueces y fiscales han sido destituidos y se encuentran sometidos a procesos de investigación judicial por corrupción.  Además de haberse eliminado los juzgados, salas y fiscalías transitorias, se ha creado una estructura especial de jueces, fiscales y procuradores anticorrupción, cuya finalidad es la de someter a investigación y juzgamiento a las personas que participaron en la comisión de hechos criminales.

Estas acciones, así como otras medidas adoptadas en el ámbito de la administración de justicia, son parte de la política de mi gobierno de reinstitucionalización y respeto de la autonomía de autonomía del Poder Judicial y de las demás instituciones democráticas de la República, habiéndose desactivado las Comisiones Ejecutivas del Poder Judicial y del Ministerio Público.

Asimismo, es política del gobierno del Presidente Alejandro Toledo, la revisión y compensación de daños por las decisiones y actos violatorios de los derechos humanos del gobierno anterior, así como la revisión de los casos de impunidad.  En tal sentido, el propio Poder Judicial, a través de una histórica decisión, decidió no aplicar las leyes de amnistía, las mismas que habían sido declaradas contrarias a la Convención Americana de Derechos Humanos, tanto por la CIDH como por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Por otro lado, respecto al Tribunal Constitucional, en el Informe también se reconoce que en la actualidad el mismo funciona plenamente, habiendo sido reincorporados en sus cargos los tres miembros del Tribunal injustamente removidos por el gobierno de la década anterior.

Asimismo, la CIDH ha valorado los avances realizados por el Estado peruano para evitar que se repita el juzgamiento de civiles por tribunales militares, habiéndose dado una valiosa jurisprudencia sobre el particular en los tribunales de la República.

La CIDH también ha dado cuenta que a partir de la finalización del régimen del Presidente Fujimori, no se ha recibido información ni denuncias que impliquen interferencias en el Perú con la importante labor que cumplen los defensores de derechos humanos, siendo ello consistente con la política del gobierno peruano de dar plenas facilidades y su respaldo a la importante labor realizada por la sociedad civil y las instituciones defensoras de los derechos humanos, tales como la Defensoría del Pueblo.

En el ámbito de las Obligaciones Internacionales del Perú, en el Informe se enfatiza el reconocimiento peruano de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana y el acatamiento de las sentencias de la misma, lo que fue expresado, mediante nota, del 31 de enero de 2001, revirtiéndose una equivocada actitud del gobierno de la década anterior.

En relación a los Derechos Políticos, la Comisión ha considerado totalmente cumplida la recomendación anterior con respecto al restablecimiento del Estado de Derecho en el Perú y a la convocatoria de elecciones libres, soberanas, justas y auténticas que cumplieron con los estándares internacionales, en el mes de junio del año 2001.  En este contexto, también cabe resaltar la convocatoria a elecciones municipales para la elección de los gobiernos locales en todo el país, para el próximo 17 de noviembre.

Igualmente, resulta pertinente mencionar que, como un gesto del compromiso del gobierno constitucional peruano, se suscribió con la Comisión, el 22 de febrero de 2001, un Comunicado de Prensa Conjunto, mediante el cual el Estado peruano asumió el compromiso de compensar, indemnizar, rectificar, sancionar y/o concluir acuerdos de solución amistosa en numerosos casos de violación de los derechos humanos ocurridos en las décadas pasadas y que el Perú tiene vigentes ante la CIDH.

Sobre el particular, el Estado peruano y la CIDH han realizado ya dos reuniones de trabajo, tanto en Lima como en Washington, habiéndose producido importantes avances en la solución de los referidos casos, en coordinación con los representantes de la sociedad civil.

En lo que respecta a los otros temas que aún no han merecido, a criterio de la Comisión, el pleno cumplimiento de las recomendaciones del Segundo Informe del año 2000, la CIDH puede tener la seguridad que el Gobierno del Presidente Toledo se encuentra trabajando arduamente por su cumplimiento, siendo pertinente recordar que las medidas realizadas por un gobierno autoritario de poco más de diez años y sus consecuencias, no son fáciles de superar en tan pocos meses.

Sin embargo, nos complace que la CIDH reconozca y valore el esfuerzo realizado por el gobierno de transición, así como por el actual gobierno que represento en la restitución del Estado de Derecho, la reconstrucción de la democracia y las instituciones democráticas del Perú, razón por la cual nuestro país tiene, según la Comisión, un “grado importante de cumplimiento” de sus recomendaciones.

Finalmente, debo reiterar que es política de mi gobierno, la promoción y protección de los derechos civiles, políticos, sociales y culturales, y que se encuentra empeñado en profundizar su cumplimiento.  En este orden de ideas, el Estado peruano está comprometido a cumplir con las recomendaciones planteadas en las conclusiones del presente Informe del año 2001, invitando a la Comisión a continuar, con el valioso apoyo de la sociedad civil, el importante seguimiento que realiza de la situación de los derechos humanos en el Perú.

VII.
PALABRAS DEL EMBAJADOR RAMÓN QUIÑONES ANTE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS EN OCASIÓN DE LA PRESENTACIÓN DEL INFORME ANUAL DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS A LA ASAMBLEA GENERAL

Señor Presidente:

En primer lugar deseo agradecer el informe presentado por el Dr. Juan Méndez sobre las actividades de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), durante el año 2001. 

Señor Presidente, permítame informar a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre las medidas que el Gobierno dominicano ha venido tomando en diferentes ámbitos para observar el pleno cumplimiento de los derechos humanos en la República Dominicana. 

En ese sentido, el gobierno invitó a la Comisión a realizar una visita de seguimiento que se efectuaría del 13 al 16 de septiembre de 2001 y que no fue posible debido a los acontecimientos ocurridos el año pasado en los Estados Unidos. 

Sin embargo, fue posible realizar un seminario sobre los instrumentos de derechos humanos en el Hemisferio, el cual contó con la participación del Señor Presidente de la Comisión, Dr. Juan Méndez, de los comisionados Hélio Bicudo y Julio Prado Vallejo, así como de las abogadas Berta Santoscoy y Raquel Poitevien, y de un número importante de representantes gubernamentales y de la sociedad civil. 

En el mes de marzo, visitó la República Dominicana una comisión integrada por la abogada de la CIDH, Dra. Berta Santoscoy y representantes de los peticionarios en el Caso 12.271 sobre Expulsiones de haitianos y dominicanos de origen haitiano en la República Dominicana. 

En dicha reunión se conformó un Comité de Impulso a fin de dar seguimiento a las medidas provisionales dictadas por la Corte con relación a varias familias de origen dominico-haitiano. 

Con respecto a este Caso, se ha insertado un párrafo sobre la República Dominicana en la página 684 del Informe, cuyo título y contenido deseo solicitar su corrección, a fin de que el mismo refleje la veracidad de su alcance, pues tal y como fue redactado parecería que se trata de un caso de personas innominadas. 

El párrafo deberá leer de la siguiente manera: 

1. MEDIDAS PROVISIONALES:

f. República Dominicana:

Caso 12.271 Expulsiones de haitianos y de dominicanos de origen haitiano de la República Dominicana

125. Mediante resolución del 26 de mayo de 2001, la Corte Interamericana instó al Estado de la República Dominicana y a la Comisión Interamericana a tomar todas las acciones y providencias necesarias para la creación de un mecanismo apropiado para coordinar y supervisar las medidas provisionales a favor de los señores Benito Tide Méndez, Antonio Sensión, Andrea Alezy, Janty Fils-Aime, William Medina Ferreras, Rafaelito Pérez Charles, Bersom Gelim, el Padre Pedro Ruquoy y la señora Solange Pierre, en el Caso 12.271 Expulsiones de haitianos y de dominicanos de origen haitiano de la República Dominicana, así como para el cumplimiento de todas las disposiciones establecidas por la Corte Interamericana en resoluciones anteriores.

126. En su séptimo informe, la Comisión Interamericana señaló que en aras de cumplir con la resolución de la Corte Interamericana del 26 de mayo de 2001, la Comisión había propiciado una reunión de trabajo entre las partes. En ella se acordó realizar una reunión de seguimiento para llevarse a cabo a principios del año 2002.

Quisiera reiterar lo planteado por otras delegaciones ante otros órganos de esta Organización. Mi delegación ve con preocupación el hecho de que a lo interno de la CIDH no haya una plena representatividad de los Estados Miembros. Es importante, y lo digo de manera de sugerencia, que la Comisión adopte medidas para que en lo adelante se tome en cuenta el principio de representatividad geográfica para la contratación del personal de la CIDH. 

Igual mención merece las críticas realizadas al informe del Relator sobre la Libertad de Expresión, el cual debe adoptar el mismo procedimiento que sigue la Comisión en el tratamiento de los casos. 

Finalmente, permítame agradecer a la CIDH el apoyo brindado al gobierno dominicano para el fortalecimiento de los derechos humanos en mi país, en particular a la Dra. Berta Santoscoy, quien como abogada de la Comisión a cargo de la República Dominicana, siempre ha facilitado la comunicación con la Comisión y con los representantes de los peticionarios. 

Muchas gracias. 

VIII.
Misión Permanente de la Republica Bolivariana de Venezuela

Ante la Organización de Estados Americanos

Comentarios Preliminares

Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Señor Presidente: permítame compartir con los   honorables Representantes Permanentes, Representantes Alternos, con las autoridades aquí presentes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos algunos comentarios y observaciones respecto al Informe Anual que hoy nos presenta el Dr. Juan Méndez, Presidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

En esta oportunidad, en nombre del Gobierno de la Republica Bolivariana de Venezuela y del noble pueblo venezolano, quiero reiterar la expresa voluntad del Presidente Hugo Chávez Frías de continuar manteniendo el más firme respeto a los derechos humanos y el compromiso mas absoluto de garantizar el ejercicio de los derechos y libertades consagrados en la Constitución bolivariana y en la Convención Americana de Derechos Humanos.

Queremos transmitir a todas las personalidades que se encuentran en este recinto, una noticia que nos llena de gran satisfacción:  el 17 de abril del presente año, en Ginebra-Suiza, la Defensoría del Pueblo, institución fundamental  del Poder Ciudadano, ha sido acreditada  ante el Comité Internacional Coordinador de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de Derechos Humanos; ente auspiciado por las Naciones Unidas. Este acto implica un reconocimiento al trabajo institucional de la Defensoría,  la cual ejerce sus labores con la autonomía y la independencia que le confiere el hecho de ser un  Poder del Estado, para la mejor y más oportuna defensa de los derechos individuales, los derechos colectivos y difusos del pueblo venezolano.

De esta manera, nuestra Defensoría pasa a ser  miembro pleno de la Red de Instituciones Nacionales que cooperan directamente con el Comité Internacional Coordinador y con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

Señor Presidente: deseamos informar que la CIDH efectuará entre los días 5 al 10 de mayo la visita in loco a Venezuela, con base a la invitación que le fuera extendida por el ciudadano Presidente de la República, Hugo Chávez Frías. El Gobierno Nacional, como es su práctica,  facilitará en todas las formas el trabajo que realizará esta Comisión en nuestro país. 

En esta oportunidad haré algunos comentarios  de carácter preliminar, por cuanto  la cancillería venezolana hará la revisión del Informe y formulará las observaciones que considere pertinentes. 

En ese orden, agradecemos el Informe Anual presentado por la Presidencia de la CIDH. Observamos que la Comisión ha tenido un mayor cuidado en el tratamiento de los asuntos que se relacionan con los Estados Miembros de la OEA, tanto en la forma como en el contenido de la información vertida.

Con respecto al Informe de la Relatoría de Libertad de Expresión de la CIDH, tenemos comentarios generales sobre el enfoque que se le hace a la sección que se ocupa de la libertad de expresión en Venezuela.

Señor Presidente: nos gustaría que en el Informe de la Relatoría de la Libertad de Expresión quedara expresamente consignada la opinión del pueblo soberano,  reflejada en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en cuanto a que la información que se divulgue por los medios de comunicación debe ser: “oportuna, veraz, imparcial y sin censura”.  En realidad, el constituyente venezolano estuvo plenamente consciente de que la libertad de expresión y de opinión no debía sufrir censura; de allí que el espíritu de los adjetivos, veraz e imparcial, están directamente vinculados a la siguiente idea- fuerza: la objetividad  que deben observar los medios de comunicación cuando brindan información a la comunidad. 

Nuestro Gobierno siempre ha asumido, sin ambages, la responsabilidad ineludible que tiene de respetar los derechos humanos. Por eso ha mantenido una lealtad inquebrantable a las normas nacionales e internacionales que rigen esa materia.  Está plenamente consciente de su deber: grantizar el libre y pleno ejercicio de sus derechos a toda persona que se encuentre sujeta a su jurisdicción, incluido el de estar debidamente informado. 

En lo que se refiere a la libertad de expresión y el derecho a la información, la Relatoría parece relativizar el contenido del artículo 29 de la Convención Americana, en el cual se establece que ninguna disposición de la Convención puede interpretarse en el sentido de que se suprima o restringe el goce y el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en este instrumento. Según esta Convención, todos las personas humanas, sean funcionarios públicos o no, están capacitados para ejercer sus derechos. El  cargo de Jefe de Estado no puede ser la excepción. 

El enfoque de la Relatoría sobre libertad de expresión destaca el derecho de los propietarios de los medios de comunicación a expresarse. Esto debe aplaudirse. Pero es incomprensible que  no se realce, igualmente, el derecho de la ciudadanía en general a expresarse,  así como a recibir información veraz y oportuna, -criterios no exigibles a la emisión de opinión-  e, igualmente, a ser atendidos en sus demandas de rectificación.

La Relatoría no pondera suficientemente el articulo 32.b de la Convención en cuanto a la correlación que siempre debe existir entre deberes y derechos. El mencionado articulo cual reza:   “Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática”.

Señor Presidente:

Estas son nuestras observaciones preliminares. Los comentarios pormenorizados sobre el Informe que hoy consideramos los enviaremos oportunamente a la CAJP y a la  Comisión, a objeto de que sean anexados al Informe que se elevara al Consejo Permanente.

Señor Presidente: Nos parece importante que en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos se promueva un diálogo entre los órganos políticos y la CIDH sobre el tema de  Libertad de Expresión y el Derecho de Información sobre el cual, evidentemente, existen grandes diferencias de enfoque.

Asimismo, nos parece importante que los órganos políticos de la Organización soliciten a la CIDH que a través de la Relatoría de Libertad de Libertad de Expresión,  promueva actividades dirigidas a promover  el mandato contenido en el Plan de Acción de la Cumbre de Québec-Canadá orientado a “fomentar la autoregulación en los medios de comunicación,  incluyendo normas de conducta ética, para que se tomen en cuenta las preocupaciones de la sociedad civil”.

 Es criticable que la Relatoría sobre Libertad de Expresión no se haya pronunciado oportunamente, cuando varios medios de comunicación decidieron censurar la información sobre la activa y masiva participación del pueblo venezolano en aras de restaurar la democracia y de rescatar al Presidente Hugo Chávez Frías que había sido secuestrado por los golpistas. En ese momento el pueblo venezolano solo contó -en su derecho a estar informado- con la cobertura brindada por algunas agencias de noticias internacionales.

Señor Presidente: Respondiendo a su informe verbal en el cual hace comentarios sobre la actuación de la CIDH con respecto a los terribles sucesos de los  días 11 y 12 de abril, debo  manifestar nuestra inconformidad. En momentos cuando la vida del Presidente venezolano corría grave peligro, la CIDH ha debido proceder de la misma manera como cuando dictó medidas cautelares para el parlamentario Tarek William, o para los dueños de los medios de comunicación venezolanos. Cómo se explica que la CIDH se limitara a pedir información al “Ilustre Ministro de Relaciones Exteriores José Rodríguez Iturbe” sobre el “señor Chávez Frías”, quien, por cierto, se encontraba incomunicado– como era público y notorio- tal y como lo informaban los cables internacionales- 

Para finalizar, Señor Presidente, que quede constancia de nuestra preocupación por algunas actuaciones  puntuales que a nuestro juicio, afectan la credibilidad que deben gozar  los representantes de los órganos que integran  este sistema.   

En ese orden, quisiera reiterarle que nuestro gobierno está totalmente comprometido con el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos. Estamos convencidos que esta condición  se alcanza, cuando los Estados al ajustarse a la plena observancia de las normas nacionales e internacionales en la materia, respetan y garantizan el pleno ejercicio de esos derechos y, por otra parte, y no menos importante, por la actuación eficiente, imparcial y transparente de los órganos del sistema, estrictamente circunscrita a  las normas jurídicas, al estatuto y su reglamento, para el mejor cumplimiento de sus competencias.

Muchas Gracias, Señor Presidente.
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